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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia la impugnación interpuesta por la entidad accionada  (E .P. S. Saludcoop) contra el fallo proferido el dos (02) de junio de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción constitucional interpuesta por el señor MELQUICEDEC GUTIÉRREZ BELTRÁN.

2.- DEMANDA 
Manifestó el señor GUTIÉRREZ BELTRÁN ser pensionado por el Instituto del Seguro Social, entidad que no ha pagado los aportes desde junio del año dos mil tres (2003) a la E. P. S. Saludcoop, lo cual generó que no se le preste atención médica por parte de esta última ni a él ni a su esposa. Anexa las colillas de pago respectivas, para demostrar que se le están haciendo los descuentos de su mesada para tal efecto.

Transcribe jurisprudencia constitucional sobre los derechos por él invocados como violados: a la dignidad humana, principio de la primacía de los derechos inalienables de la persona, a la vida, a la igualdad y no discriminación y a la atención en salud.  

Solicita que se ordene al Seguro Social el pago de los aportes a la entidad SALUDCOOP y la restitución de los dineros descontados por aporte de salud y que no fueron pagados en su momento.

3.- FALLO 

El señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, consideró que la negativa en atender cualquier requerimiento de salud del accionante y de su beneficiaria incidían directamente en su derecho fundamental a la salud en conexidad con una vida en condiciones dignas y a la seguridad social, aspecto que adquiría mayor relevancia si se tenía en cuenta que se trataba de personas de la tercera edad, que merecen que cualquier quebranto en su salud sea atendido con prontitud y sin dilación alguna.

Estimó que el hecho de no atender las necesidades de salud que presentan los usuarios atenta flagrantemente contra el derecho fundamental a la dignidad humana y se pone con ello en peligro no sólo la salud sino la propia vida, amén de la sensación de desprotección e incertidumbre frente a cualquier eventualidad, porque el paso del tiempo hacía que empeorara la situación de los afectados a quienes se ponía en peligro en virtud de un trámite administrativo que no tenían porque asumir.

Tuvo en cuenta pronunciamiento de la Corte Constitucional con identidad fáctica a la del caso analizado y concluyó que la actitud de la E. P. S. Saludcoop no era de recibo y que el problema de los aportes debía ser remediado directamente entre las EPS sin que fuera del resorte del accionante o afectado buscar tales soluciones. En ese sentido no podía utilizarse la suspensión del servicio como una forma de presión al Seguro Social para que pagara las cuotas atrasadas, porque se ponía a la parte más débil a padecer las consecuencias de la controversia suscitada con la otra entidad.

En ese orden de ideas, tuteló el derecho a la salud en conexidad con una vida en condiciones  dignas y a la seguridad social. Dispuso que inmediatamente se procediera a brindar la atención en salud requerida por el actor y sus beneficiarios, así como la práctica de todos los exámenes que le fueran ordenados, a suministrar los medicamentos prescritos, aún por fuera del POS, señaló un plazo no superior a quince (15) días para ello y dispuso que se le informaran al despacho las gestiones realizadas.

4.- IMPUGNACIÓN

La señora Gerente de Saludcoop E. P. S. manifestó su inconformidad en lo que se refiere a la atención integral dispuesta en el fallo de tutela, al ordenarse la práctica de todos los exámenes y el suministro de los medicamentos y tratamientos que le sean ordenados al accionante y su beneficiaria, así no estén contemplados en el POS.

Consideró que el despacho se adelanta a las posibles patologías y prescripciones médicas del tutelante y su grupo familiar, con lo cual se desbordó ampliamente la intención de las pretensiones que se referían a obligar al Seguro Social  a pagar los aportes que adeudaba, además, que desconoció la finalidad de la acción de tutela que procede ante una amenaza u omisión.

Hizo alusión a los requisitos que jurisprudencialmente se han establecido para determinar cuándo existe la obligación de suministrar medicamentos no POS y señaló que a la E. P. S. debe permitírsele pronunciarse porque puede suceder que el tutelante tenga capacidad económica para sufragarlos, que la formulación no guarde relación con el derecho a la vida digna, que pueda ser sustituida por un medicamento POS, o que dichas prescripciones provengan de un médico no adscrito a la E.P.S. y subrayó que resultaba excesivo que un mecanismo de defensa excepcional como la tutela se use para amparar situaciones aún no definidas, que bien pueden no ser objeto de protección a través de él.

Agregó que de las pruebas allegadas por el tutelante no se desprende la existencia de patologías de él o sus beneficiarios que justifiquen los servicios no POS ordenados y critica la posición del despacho al ordenar unos servicios aún no prescritos y suponer que una vez ordenados serían negados por la E. P. S.

Finalmente, expresa que resulta contradictorio que se imparta una orden perentoria de inmediato cumplimiento para esa E. P. S. pero no se garanticen los medios para cumplirla efectivamente al imponerse a Saludcoop la carga de prestar el servicio sin recibir los aportes en poder del I. S. S., al no pronunciarse el fallo en relación con la E. P. S. Estatal.

Solicita en consecuencia la revocatoria de la sentencia en el punto mencionado del suministro de medicamentos y procedimientos no POS en un plazo de quince (15) días y pide un pronunciamiento expreso sobre la obligación del Seguro Social para que contribuya a cumplimiento del fallo y al saneamiento de los problemas de afiliación del señor Gutiérrez.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por la señora Gerente de la entidad Saludcoop contra el fallo proferido por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Dos aspectos contiene la impugnación que ahora debe analizar la Sala, el primero de ellos, relacionado con la decisión del señor Juez de primera instancia de extender los efectos del fallo a los tratamientos y medicamentos que se ordenen al accionante y a su beneficiaria, así estén por fuera del POS; y el otro, en lo referente a la obligación del Seguro Social de consignar los aportes descontados al accionante, sobre lo cual se dice no hubo pronunciamiento en la instancia.

En lo concerniente con la atención futura del actor y su beneficiaria, así no esté considerada dentro del POS, encuentra la Sala que razón le asiste a la impugnante, habida cuenta de no encontrarse en la foliatura del trámite una alusión directa a un padecimiento actual y específico por parte del señor GUTIÉRREZ BELTRÁN o su esposa. En ese sentido la pretensión de la acción fue bien clara al pedir únicamente que se suministrara la atención que hacia el futuro llegaren a necesitar y que se ordenara al Seguro el pago de los aportes adeudados a Saludcoop.

Valga decirse que la actitud mostrada por las directivas de la E.P.S. Saludcoop no fue la más acorde frente a la situación del accionante y su grupo familiar, cuando podría haber recurrido a emprender las acciones legales en contra del empleador renuente a cancelar los aportes (Seguro Social), circunscribiéndose por el contrario a negar la atención médica que el actor y su señora esposa pudieran precisar, dentro de una opción facilista que en nada se compadece con la necesidad del servicio de salud por parte de sus afiliados. No obstante lo anterior, la calidad del servicio prestado por Saludcoop todavía no está en entredicho en el entendido que hasta ahora merced a la acción de tutela impetrada deberá estar atenta al cumplimiento de sus compromisos.

Saludcoop goza de la presunción de desarrollar sus gestiones inspirada en el principio de la buena fe, que a pesar de su condición de ser persona jurídica no se le puede desconocer. En esas condiciones, no se puede conjeturar desde ahora y por anticipado, que efectivamente va a negar el suministro de medicamentos o la práctica de los procedimientos que eventualmente le sean ordenados al grupo familiar del accionante. Es necesario además, garantizar su derecho de defensa y contradicción frente a las situaciones inciertas e indefinidas que en el futuro se puedan presentar respecto de la atención que el señor GUTIÉRREZ BELTRÁN y su señora esposa EDILMA ESPINOSA llegaren a requerir.

La atención que debe suministrar Saludcoop, es innegable que debe ser integral, dentro del giro normal de sus actividades; pero, y de surgir conflictos hacia el futuro debe dejarse salvaguardada la posibilidad de debatir en beneficio de sus intereses, precisamente por ello se modificará el fallo en ese sentido.

En el otro aspecto de la impugnación, no resulta viable por este medio excepcional disponer que el Seguro Social cancele los aportes adeudados a la E. P. S. Saludcoop, por cuanto ese es un problema que tiene unos ingredientes probatorios complejos, como por ejemplo lo relacionado con las fechas de afiliación y notificación de la decisión del accionante al optar por la E. P. S de sus preferencias, entre otras, que impiden conocer el monto presente de los dineros adeudados. Tal conflicto deberá ser solucionado directamente por las entidades afectadas -como acertadamente lo consignó el señor Juez de instancia- o por intermedio del juez natural de la jurisdicción ordinaria. Cabe recordar, además, que la situación de morosidad que presente la obligación repercute directamente en contra del Seguro Social, por cuanto podrá ser objeto de cobro por la atención que dispense la E. P. S. Saludcoop al accionante y su grupo familiar mientras perdure tal situación anómala, de conformidad con la normativa que regula este particular evento.  

En consecuencia, se confirmará el fallo impugnado, con la modificación arriba mencionada.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto SE MODIFICA en el siguiente sentido:

SEGUNDO: La atención inmediata que debe prestar la E. P. S. Saludcoop al señor MELQUICEDEC GUTIÉRREZ BELTRÁN y su grupo familiar, será igual a la ofrecida a todos sus usuarios dentro del giro normal de las actividades de la Entidad Prestadora de Salud, en los términos indicados en la parte considerativa de esta providencia. 
TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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